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En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los          Dieciseis                días del mes de Septiembre  de dos mil diez, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes de la Pcia. de Buenos Aires, Dres. EMILIO ARMANDO IBARLUCIA Y ROBERTO PEDRO SANCHEZ, con la presencia de la Secretaria actuante, para dictar sentencia en el Expte. Nº 113.072, en los autos: “FUENTES, GUSTAVO ADOLFO Y OTRO  C/  GONZALEZ, MIRTA B. Y OTRA  S/  DAÑOS Y PERJUICIOS”.-


La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esenciales de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del C.P.C.-


1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª.) ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Emilio A. Ibarlucía y Roberto P. Sanchez. 


VOTACION


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:


I.- La sentencia de fs. 385/92 es apelada por la codemandada Mirta Blanca González, por el Defensor Oficial de Ausentes en nombre de la codemandada Hilda Beatriz Schuldeis, y por la parte actora, quienes expresan agravios a fs. 403/19, 433/34 y 435/37 respectivamente, siendo contestados estos últimos a fs. 473/76 y 477 por las demandadas.

II.- 1.- Gustavo Adolfo Fuentes y Laura Patricia Alejandra Kohli promovieron demanda de indemnización de daños y perjuicios contra Hilda Beatriz Schuldeis y Mirta Blanca González, fundada en los siguientes hechos: el día 19/11/96 compraron a la primera (abogada) un inmueble en la ciudad de Mercedes, firmando el respectivo boleto de compraventa; en este instrumento se dejó constancia de la existencia de un embargo, asegurándoles la vendedora y la martillera inteviniente (la accionada González)  que se levantaría antes de la escritura; luego se enteraron por intermedio de un letrado que no estaba sólo embargada la propiedad sino que pesaba sobre ella una hipoteca, siendo inminente la subasta en el juicio hipotecario en trámite; ello dio lugar a denuncias en los colegios profesionales de abogados y de martilleros, donde fueron sancionadas, además de una causa penal en trámite; pese al compromiso de Schuldeis de solucionar el problema, finalmente fueron desalojados. 

Fundaron la responsabilidad de Schuldeis en el incumplimiento contractual y en el ocultamiento deliberado de la hipoteca, y la de González en el incumplimiento de lo previsto por el art. 52 inc. 5 de la ley 10.937, omisión causante del daño.  Pidieron  como resarcimiento: a) devolución de los $ 14.550 abonados con más sus intereses desde la fecha del boleto; b) daño moral, que estimaron en $ 30.000.

2.- Contestó la demanda Mirta Blanca González, pidiendo su rechazo sobre la base de que no había pedido los informes de dominio exigidos por el art. 52 de la ley 10.937 porque tuvo a la vista el existente en el juicio “Sansano c/ Schuldeis s/ Ejecución hipotecaria” que tramitaba en el Juzgado Civil n° 4 Departamental, de lo que dejó constancia en el boleto, certificado que, al momento del boleto, estaba vigente, por lo que no había habido conducta antijurídica de su parte. Para el caso de que se considerara lo contrario, sostuvo que ello no tenía relación causal con el daño sufrido por los actores, dado que el mismo se había producido por la falta de pago de la deuda por parte de Schuldeis. Dijo que los actores voluntariamente asumieron firmar el boleto pese a saber de la existencia del juicio, y que en nada cambia que se tratara de una hipoteca en lugar de un embargo. Reclamó la procedencia de los rubros indemnizatorios, y en particular, en relación al daño moral, que se trataría de una consecuencia mediata y por ende no reparable por no haber mediado dolo de su parte (art. 521 C.C.). 

3.- Ante los infructuosos intentos de notificación a Schuldeis, tomó intervención la Defensoría Oficial de Ausentes, que contestó en expectativa (art. 354 inc. 1 C.P.C.).

4.- Producida la prueba, contestó el Defensor Oficial, pidiendo el rechazo de la demanda, argumentando que no se había resuelto el contrato por la vía del art. 1204 del C.C.. Asimismo, dijo que no habiendo mediado intimación, los intereses debían correr desde la interposición de la demanda. En relación al daño moral, dijo que el monto reclamado era exagerado.

5.- En la sentencia, la jueza desestimó el planteo del Defensor Oficial sobre la base de que, dadas las circunstancias de autos, no hacía falta la previa interpelación extrajudicial para dar por resuelto el contrato, por lo que debía devolverse la suma pagada, con sus intereses que debían correr desde la efectivización del desalojo (4/05/2000). En relación a la codemandada González dijo que había incumplido lo normado por los incisos 4 y 5 del apartado a) del art. 52 de la ley 10.973, lo que había ocasionado también la frustración de la operación, por lo que debía responder por los daños causados. Respecto del daño moral, fijó la suma de $ 15.000 en atención al informe de la pericial psicológica producida en autos.  Fijó la tasa de interés pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires para ambos rubros.

III.- 1.- Se agravia la demandada González en primer lugar alegando violación del principio de congruencia porque en  la demanda sólo se le imputó no pedir los informes de dominio del inmueble. En segundo término se agravia de que la sentencia diga que el contrato se resolvió por su culpa, cuando ello se produjo por el no pago de la deuda hipotecaria por la vendedora.

Sostiene que la ley nada dice para el caso de que los informes se hallen en un expediente judicial, y tampoco que deba transcribirse todo el contenido del expediente, siendo, entonces, suficiente que se mencionen los autos, el número de expediente, la medida cautelar y el compromiso de su levantamiento por la parte vendedora. Agrega que los actores no pueden alegar que desconocieran la situación registral del bien, y que pagaron, pese a saberlo, la totalidad del precio. Sostiene que no hubo conducta antijurídica de su parte, ya que el informe tenido en cuenta era actualizado, y que si no se considerara así, igualmente no hubo relación causal con el daño alegado, habiendo fractura del nexo causal por hecho de un tercero (la vendedora) o por el hecho de la víctima. Dice que las consecuencias del accionar suyo respecto de la vendedora son muy distintas, y que no corresponde la condena solidaria impuesta. Respecto de los intereses, se agravia de la fecha de cómputo fijada, diciendo que debe ser desde la notificación de la demanda, y en relación al daño moral, que no existió, dado que les devolvió a los actores los honorarios percibidos y le consiguió trabajo al actor. Finalmente se queja de la imposición de costas a su cargo.

2.- El Defensor Oficial comienza por consentir lo decidido por la jueza acerca de la resolución contractual, pero se agravia de la fecha de cómputo de los intereses, dado que no se previó la mora automática en el boleto, y como no hubo constitución en mora, expresa que debe ser desde la notificación de la demanda. Se agravia del monto fijado por daño moral, alegando que los actores asumieron el riesgo de comprar el inmueble embargado.

3.- Los actores se agravian del monto por daño moral por estimarlo bajo, habida cuenta el informe de la perito psicóloga de autos. También se quejan de la tasa de interés fijada, solicitando que sea la activa del Banco Provincia, teniendo en cuenta el incumplimiento malicioso de los accionados.

IV.- 1.- Sobre el principio de congruencia.

No se entiende bien en qué se funda este agravio. La demanda imputó a la demandada González incumplimiento del art. 52 ap. a) inc. 5 de la ley 10.973, y así lo entendió la sentenciante. Cierto es que citó también el inc. 4), pero esto de ninguna manera puede entenderse como apartamiento de los términos de la litis. En primer lugar porque en virtud del principio “iura novit curia”, el juez debe calificar los hechos alegados y probados según la ley aplicable (art. 163 inc. 6 C.P.C.C.). El mentado inciso 4 impone como deber de los corredores, “proponer los negocios con exactitud, precisión y claridad”, y del relato de los hechos de la demanda se desprende que los actores imputaron a ambas demandadas que se enteraron de la existencia de la hipoteca y de la inminente subasta de bien con posterioridad a la firma del boleto. En segundo lugar, el inc. 5 invocado en la demanda forma un todo sistemático con todas las obligaciones impuestas a los corredores, de manera que es evidente que no puede leerse desprendido de las otras, en especial la prevista en el inc. 4. No media, entonces, violación del principio de congruencia.

2.- Sobre la falta de antijuridicidad.

Pretende la accionada González que no tenía obligación de pedir los informes de dominio del inmueble dado que tuvo a la vista el obrante en la ejecución hipotecaria expedido el 17/10/96, siendo que el boleto se firmó el 19/11/96, y que dejó constancia del embargo y del juicio en el instrumento, de manera que los compradores tomaron conocimiento de las condiciones en que adquirían el bien.

El inc. 5 del ap. a) del art. 52 de la ley 10.73 (texto vigente al momento del boleto) impone a los corredores la obligación de “comprobar la existencia de los instrumentos que acrediten el título invocado por el comitente, recabando cuando se tratare de bienes inmuebles, la certificación del Registro de la Propiedad sobre la inscripción de dominio de los gravámenes y embargos que reconozcan aquéllos, así como las inhibiciones anotadas a nombre del enajenante” . Luego agrega: “Los anuncios deberán referirse clara y explícitamente al contenido de todas las certificaciones. En todos los casos deberá dejarse constancia en el contrato del número y fecha de expedición de los certificados y situación que surja de los mismos”.

Como dije en el apartado anterior, lo referido debe leerse junto con el deber impuesto en el inc. 4 de “proponer los negocios con exactitud, precisión y claridad”, lo que, además, guarda relación con el resto de las obligaciones impuestas en el artículo.

El incumplimiento de tales deberes por parte de la corredora González es manifiesto. No solamente no dejó constancia en el boleto del número y fecha de expedición de los certificados (que no se agotaban en el de dominio, sino que debían incluir los de inhibiciones de la vendedora, que tampoco pidió), sino que no dejó constancia de la hipoteca que pesaba sobre el bien. El hecho de que el embargo fuera producto de aquella no cambia las cosas. No es lo mismo un embargo – que puede ser preventivo y haberse trabado recién iniciado un juicio, cuando falta mucho para su finalización -, que una hipoteca, que habilita una ejecución de trámite rápido, donde incluso las excepciones que pueden oponerse son muy limitadas (art. 596 C.P.C.). La existencia de una hipoteca – y ni hablar de un juicio hipotecario avanzado – implica una voz de alarma para cualquier comprador interesado mayor aún que la de un embargo.

El deber impuesto por el inc. 4 a los corredores tiene por objeto que las partes interesadas en celebrar una operación antes de llevarla a cabo tengan un exacto y preciso conocimiento de los riesgos que la misma puede tener.  De ahí que el intermediario debe brindar a quien se interese como comprador la información más completa posible acerca de las condiciones de dominio del inmueble, y es obvio que si sobre el mismo pesa una hipoteca, debe decirle si la deuda está saldada o no (o sea, a punto de cancelarse el gravamen), en caso negativo, cuál es la deuda pendiente y cuándo se va a saldar. Por supuesto que si existe una ejecución hipotecaria promovida, debe informarle su estado procesal. En el caso, al momento de firmarse el boleto (19/11/96), la ejecución no sólo estaba iniciada, sino que se había dictado sentencia de trance y remate (7/09/05), y se había presentado una liquidación por un monto muy superior ($ 22.820,60, no cuestionados por la ejecutada; fs. 67/68 de la ejecución hipot.) al precio pactado para la compraventa (al cambio del dólar en ese momento), de manera que, de advertirse a los compradores interesados hubieran tomado conciencia de que ni siquiera con el pago de esa suma alcanzaría para saldarse la deuda. Pero, además, ya se había decretado el auto de subasta (24/10/96, fs. 97) y se había sorteado al martillero que debía llevarla a cabo, habiendo salido la cédula de notificación (fs. 98). La subasta, entonces, era inminente, lo que era, no sólo de pleno conocimiento de la vendedora, sino también de la corredora, quien en autos ha reconocido haber visto el expediente hipotecario.  

“La culpa del deudor en el cumplimiento de la obligación – dice el art. 512 del C.C. – consiste en la omisión de aquellas diligencias que exigiere la naturaleza de la obligación, y que correspondiesen a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar”.  En el caso, un mínimo de diligencia en el cumplimiento de los deberes a su cargo (incs. 4 y 5 del ap. a) del art. 52 de la ley 10.973) obligaba a la corredora a advertir exhaustivamente, con exactitud y precisión a los actores de las condiciones en que el inmueble se hallaba, todo lo cual evidentemente no hizo. Antes bien, la mera referencia a la existencia de un embargo, con mención de los autos (recién al final, salvado en forma manuscrita, como a último momento), en forma incompleta (mención de las partes, sin indicación del tipo de proceso) es prueba manifiesta de que la demandada omitió totalmente brindar esa información antes de la firma del boleto, conclusión que no cambia con los dichos de los testigos por ella ofrecidos, cuyos testimonios nada aportan al respecto  (arts. 384 y 456 C.P.C.). 

Finalmente, el Colegio de Martilleros y Corredores Públicos de Mercedes sustanció un proceso disciplinario a la corredora González y la encontró incursa en violación de los arts. 52 ap. a) incs. 4 y 5, y 54 de la ley 10.973 y del art. 98 del Cód. de Comercio, por lo que le aplicó dos años de suspensión en el ejercicio de la profesión, sanción confirmada por la Cámara Civil y Comercial de La Plata (expte. agregado, fs. 49/53 y 64/67). Ello termina por cerrar la discusión acerca de la falta de cumplimiento de las  obligaciones legales.

3.- Sobre la falta de relación de causalidad entre la conducta antijurídica y el daño.

Alega la apelante que, aún considerando que su conducta haya sido antijurídica, no medió entre ella y el daño invocado por los actores relación causal, dado que el mismo se produjo por la falta de pago por la vendedora de la deuda hipotecaria.

No le asiste razón, toda vez que, si la ley impone obligaciones a los corredores como las que se han señalado es precisamente para prevenir que ocurran situaciones como las que motivan este juicio. De lo que se trata es que, perfectamente informado el comprador interesado de la situación dominial del inmueble y de todas las demás circunstancias que pudieran afectar la operación, pueda desistir de llevarla a cabo, en una decisión  consciente y deliberada. Ahora bien, ese informe pleno no existió – por culpa tanto de la vendedora como de la corredora -, por lo que la decisión de los actores no fue fruto de una clara consciencia de los riesgos que asumían. Cuando la ley  impone una obligación con una finalidad determinada, es presumible que su incumplimiento ocasiona las consecuencias que la ley procura evitar, pudiendo catalogarse, entonces, de consecuencias inmediatas y necesarias (art. 520 C.C.). Por otro lado, si la corredora había visto la ejecución hipotecaria (con subasta ya decretada) – como alegó en autos – bien podía inferir que el inmueble difícilmente iba a estar en condiciones de escriturarse en el plazo de noventa días de la firma del boleto.

El hecho de que los actores hayan pagado casi la totalidad del precio al momento de firmar el boleto y luego el pequeño saldo que quedaba pese a que ya sabían lo de la ejecución hipotecaria no cambia las cosas. Precisamente, el pago de la totalidad los previno de que no pudiera alegarse en su contra la “exceptio non adimpleti contractus” (art. 1201 C.C.) y, a su vez, los colocó en la indiscutible situación de dar por resuelto el contrato y pedir la indemnización de los daños y perjuicios (art. 1204 C.C.).

4.- Sobre la falta de solidaridad.

Cuestiona la apelante González la condena solidaria impuesta, argumentando que la solidaridad sólo puede surgir de la convención de las partes o de la ley (arts. 699 y 701 C.C.), no siendo ello el caso de autos.

La queja no puede prosperar, dado que se trata de obligaciones indistintas, concurrentes o “in solidum”, que consisten en aquellas que tienen  un mismo acreedor e identidad de objeto, aunque diversidad de causa y de deudor (Llambías, “Obligaciones,”, T. II, Perrot, 1979, p. 594, quien dice que debe llamárselas “concurrentes”; Borda, “Obligaciones”, La Ley, 2008, 9º ed. Act., T. I, p. 459, quien prefiere el término “indistintas”; Cazeux-Trigo Represas, “Derecho de las obligaciones”, T. II, La Ley,4ta. ed. act., 2010, p. 393 y ss.; S.C.B.A., Ac, 47.780, 31/08/93; AC. 54.369, 5/12/95; AC. 61.429, 8/07/97; Ac. 57.980, 17/08/99; Ac. 77.12, 27/12/01, C. 89.530, 25/02/09; C. 93.918, 4/11/09, entre otras).

En el caso de autos, la responsabilidad de la vendedora Schuldeis deriva del incumplimiento del contrato de compraventa, y la de la corredora González del incumplimiento del contrato de corretaje inmobiliario. Ambas deben responder indistintamente por “el todo”; sus obligaciones concurren al mismo objeto por distintas fuentes, habiendo quedado demostrado, como se dijo en el apartado precedente que el incumplimiento de la corredora tuvo relación causal adecuada con el daño. Valga como ejemplo, si de responsabilidad contractual se trata, que en algunos supuestos  se condena al médico por mala praxis profesional y a la clínica donde se realizó la operación en forma solidaria (por ejemplo, si la responsabilidad de la clínica deriva de de una deficiente prestación de los servicios), pero ambas obligaciones son indistintas o concurrentes, dado que tienen distinta fuente (esta Sala, “Santella c. Victoria s. Daños y perjuicios”, causa n° 110.684 del 28/12/06).

5.- Sobre el daño moral.

La demandada González se agravia de la procedencia del daño moral, y el Defensor Oficial y los actores por el monto fijado, aunque en el primer caso por alto y en el segundo por bajo.

Cabe en primer lugar señalar que el art. 522 del C.C. no exige que el incumplimiento contractual haya sido malicioso, sino que expresamente brinda la pauta “de acuerdo a la índole del hecho generador y circunstancias del caso”. En el caso, de acuerdo a lo que se ha explicado “ut supra”, la conducta de la corredora fue de una negligencia mayúscula (conf.esta Sala, causa n° 111.034, “Coronel c. La Bailanta s. Daños y perjuicios”, 28/06/07, L.L. Bs. As., 2007 (sept.), p. 938; y R.C.yS., 2007, p. 998). Incumplió en forma manifiesta con los deberes impuestos por el art. 52 ap. a) incisos 4 y 5. No informó debidamente a los compradores ni dejó constancia en el boleto por ella confeccionado, de la existencia de la hipoteca y de lo avanzado del trámite de la ejecución hipotecaria (sentencia de trance y remate, subasta decretada, sorteo de martillero, monto del crédito hipotecario). La gravedad de la situación hacía que estuviera obligada a advertir de ello con precisión y detalle a los interesados en comprar. No cambia las cosas que haya devuelto la comisión cobrada o que le haya conseguido algún trabajo al actor, dado que no borra el daño causado.

En cuanto a la responsabilidad de la accionada Schuldeis, ningún atenuante puede tener su incumplimiento, dado que tenía perfecto conocimiento del estado de la ejecución hipotecaria y nada hizo para evitar la subasta; ni siquiera depositar el dinero obtenido del boleto celebrado con los actores (art. 384 C.P.C.; art. 522 C.C.).

Respecto del agravio de los actores, entiendo que debe ser acogido dado que han producido prueba pericial psicológica (fs. 297/300), que da cuenta de la experiencia traumática vivida, al haber pagado la totalidad el precio de la vivienda y ser luego desalojados, quedándose en la calle y frustrándose el proyecto de vida que tenían, al punto de que dejó secuelas psicológicas en ambos actores. El informe no fue objeto de cuestionamiento por parte de las demandadas (art. 473 C.P.C.), por lo que, valorado de acuerdo a las pautas del art. 474 del C. Proc. y demás circunstancias de autos (art. 384 C.P.C.), propongo que se eleve el monto indemnizatorio por este concepto a la suma de $ 22.000 en proporciones iguales para ambos actores (art. 522 C.C., art. 165 3er. párr. C.P.C.).

6.- Sobre el cómputo de los intereses.

Ambas codemandadas se quejan de la fecha fijada por el juez para el cómputo de los intereses. La corredora González dice que, no habiendo mediado vínculo contractual, respecto de ella corresponde desde la notificación de la demanda, y el Defensor Oficial que, no habiendo mediado interpelación extrajudicial, corresponde desde igual fecha.

Ha quedado consentido lo decidido en la sentencia en cuanto a que, producido el desalojo de la vivienda de los actores, el contrato había quedado resuelto no siendo necesaria la interpelación previa prevista por el art. 1204 del C.C.. Por consiguiente es desde aquella circunstancia, como decidió la sentenciante, que deben computarse los intereses, tanto respecto de la devolución del dinero abonado, como del daño moral, que, a no dudarlo, se produjo en ese momento.

En cuanto al agravio de la demandada González, no es cierto que no los ligó un vínculo contractual con los actores. Por el contrario, como ya dije, consistió en el contrato de corretaje inmobiliario (reglamentado en la provincia por la ley 10.973). 

La jurisprudencia tiene dicho que, cuando se trata de una obligación incumplida en forma definitiva, no es necesaria la constitución en mora, desde que las consecuencias dañosas se producen en forma coetánea con el obrar antijurídico (C.N.Civ., Sala H, “T, J. c. F., J.”, 8/11/04, con cita de precedente de la misma Sala del 3/04/91, elDial-AA2696; esta Sala, “Imbrenda c. Clínica Colón y otros s. Daños y perjuicios”, causa n° 111.271 del 08/05/08). 

Por lo tanto, siendo que el daño se produjo con la efectivización del lanzamiento de los actores (4/05/2000), propongo que se confirme lo decidido en la sentencia en tal sentido.

7.- Sobre la tasa de interés.

Se queja la parte actora de la tasa fijada, solicitando que, atento al incumplimiento contractual malicioso y lo prescripto por el art. 521 del C.C., sea la activa del Banco de la Provincia de Buenos Aires.

La Suprema Corte provincial se ha pronunciado reiteradamente por la aplicación de la tasa de interés pasiva en el caso de las deudas de naturaleza civil (Ac. 49.439 del 31/08/93, D.J.B.A. 145-187; y Ac. 49.441 del 23/11/93, D.J.B.A. 146-29, con cita de Ac. 48.827, L. 48.431, L. 48.569, Ac. 49.987, L. 49.809, L. 50.314; asimismo: Ac. 51.613 del 3/05/94, Ac. 55.786 del 12/11/96; Ac. 57,803 del 17/02/98, L. 67.165 del 2/06/98, L. 69.074 del 17/11/99, L. 76.156 del 17/07/02, L. 76.276 del 2/10/02, L. 79.427 del 16/09/03, Ac. 68.681 del 5/04/00, B 60.749 del 13/03/02; Ac. 92.667 del 14/09/05; L. 75.624 del 9/10/03, L. 87.190 del 27/10/04, L. 79.789 del 10/08/05, entre otros), criterio reiterado recientemente en las causas  C. 101.774 y L.94.446 del 21/10/09). Esta Sala ha seguido invariablemente la doctrina de la casación provincial cuando ha estimado que la misma es consolidada (causas n° 109.171, Riquelme c. Mollo”, del 7/04/05; 110.363 del 12/09/06; 112.391 y 112.396 del 18/06/09; 112.404 del 15/10/09, entre otras).

No se advierte de la mentada doctrina que deba hacerse una diferenciación cuando el incumplimiento de la obligación haya sido malicioso. Téngase en cuenta que, aún en los casos de responsabilidad meramente culposa, la doctrina del superior tribunal deja a salvo el supuesto de que el damnificado pruebe que con motivo del hecho ilícito o del incumplimiento, debió recurrir al préstamo de una entidad financiera (fallos citados; esta Sala, causas n° 109.177 del 14/05/06 y 112.404 del 15/10/09), pero ello no fue denunciado ni probado en autos.

Por consiguiente, propongo que se desestime el agravio.

V.-  Costas.

La apelante González pretende que se revise la imposición de costas. No encuentro motivos para el apartamiento del principio objetivo de la derrota, por lo que propongo que ambas instancias sean soportadas por las demandadas (at. 68 C.P.C.).

VOTO POR LA AFIRMATIVA.


El señor juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopionante, emite su voto en el mismo sentido. 


A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:


De acuerdo a la forma en que ha quedado votada la cuestión anterior, el pronunciamiento que corresponde dictar es 

1°.- Modificar el monto indemnizatorio por daño moral, fijándolo en la suma de $ 22.000 en proporciones iguales para ambos actores.

2°.-Confirmar lo demás que la sentencia decide.

3°.- Imponer las costas en ambas instancias a las demandadas vencidas.

ASI LO VOTO.-

El señor juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopionante, emite su voto en el mismo sentido

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente:


S  E  N  T  E  N  C  I  A 

Y VISTOS:


                  CONSIDERANDO:


Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales, ha quedado resuelto que la sentencia apelada debe ser modificada.
POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede, SE RESUELVE: 

1°.- MODIFICAR el monto indemnizatorio por daño moral, fijándolo en la suma de $ 22.000 en proporciones iguales para ambos actores.

2°.-CONFIRMAR lo demás que la sentencia decide.

3°.- IMPONER las costas en ambas instancias a las demandadas vencidas. NOT. Y DEV.-

Firman: Dr. Emilio A. Ibarlucía – Dr. Roberto P. Sanchez

Ante mí, Nicolas A. Porfido – Auxiliar Letrado

